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                                                                                                                                                            “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                            Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL. TOMO 154 

 
COMPETENCIA PENAL. Delito cometido por menores, encubrimiento de un mayor, intervención del Juzgado de 

Instrucción.   

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación 
del Distrito Judicial del Norte, Circunscripción Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Si en el hecho se investiga a un menor y no es posible excluir la existencia de encubrimiento o 
participación de mayores, la competencia le corresponde al Juez de Instrucción. 

Aunque el encubrimiento no constituya un supuesto de participación criminal su relevancia a los fines del 
artículo 418 del Código Procesal Penal no debe desconocerse, pues de lo contrario se llegaría a una fragmentación 
jurisdiccional que expondría al riesgo de pronunciamientos contradictorios.    
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala , Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LEGUIZA, ALEJANDRO ROBERTO; MONTAÑÉZ, MAURO EMILIANO; SARAVIA, JAVIER 
OSCAR P/ROBO CALIFICADO – SALAS, MARTÍN – JUÁREZ, YANINA – PIEZAS PERTENECIENTES – 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.752/10)  (Tomo 154: 245/250 – 22/marzo/2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Excepción al procedimiento sumario por complejidad de las pruebas. Derogación del 

inciso 2º del art. 353 del C.P.P. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. ORDENAR que bajen las actuaciones al Juzgado Correccional y de Garantías Quinta 
Nominación para que las remita al Fiscal Correccional actuante a fin de que se proceda de acuerdo a lo aquí señalado. 
DOCTRINA: La excepción al procedimiento sumario por complejidad de la prueba o duración de las diligencias 
evidentemente incompatibles con su trámite, causal eliminada del art. 353 del C.P.P. por ley 7562, impone prescindir de 
todo examen atinente o vinculado a dicha causal, al trámite otorgado y al planteo efectuado, pues, es deber de los 
tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al momento de decidir. 

Al carecer la ley 7562 de norma que regule los alcances temporales de la sucesión de leyes y los efectos 
abrogatorios de la nueva, sin que se haya especificado el momento de su vigencia, de acuerdo a los arts. 2° y 3º del 
Código Civil, la eliminación de la causal discutida, rige, incluso, para las causas pendientes de resolución. 

Si en la causa no existe aún requerimiento de juicio, lo que impide atribuir competencia al Juez 
Correccional, debe interpretarse con alcance exclusivo a dicha causa, que el término de treinta días otorgado al Fiscal en 
el marco del procedimiento sumario, empezará a correr una vez que se le otorgue una nueva intervención al titular de la 
acción para que ejerza las facultades de los arts. 355 y 357 del C.P.P., modificados por la ley 7562. (Del voto de los 

Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Ayala y Catalano) 

Ante la derogación del inciso 2º del artículo 353 del C.P.P., mediante ley 7562, que contemplaba entre 
las excepciones al procedimiento sumario aquellos casos en que la complejidad de las pruebas o la duración de las 
diligencias que debieran practicarse fueran evidentemente incompatibles con ese procedimiento, debe declararse la 
competencia del Juez Correccional y de Garantías que se basó en la mencionada norma para fundar su incompetencia. 
(Del voto de la Dra. Garros Martínez) 

Para resolver los conflictos de competencia se debe atender, principalmente, a los hechos relatados en la 
demanda. 

Si el accidente que motiva la causa se produjo sobre una Ruta Nacional, lo cual invalida todo lo actuado, debido 
a que el juez que intervino no tenía competencia sobre el lugar en que ocurrieron los hechos, y porque además, la 
competencia federal es improrrogable e inalterable (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ESCALANTE, ROBERTO FERNANDO – POR LESIONES CULPOSAS EN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO A GONZÁLEZ, CELINA ESTER; CINI, OSVALDO HÉCTOR Y OTROS – PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.251/10)  (Tomo 154: 599/612 – 22/marzo/2011) 
 
EXCUSACIÓN. Amistad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la excusación formulada por el Sr. Fiscal ante la Corte Nº 2, Dr. Ángel 
Adolfo Jerez Cichero, para intervenir en los presentes autos. 
DOCTRINA: La Corte ha venido expidiéndose respecto de las excusaciones formuladas por los representantes del 
Ministerio Público Fiscal que ante ella actúan, aceptando o rechazando de manera directa tales pedidos de apartamiento, 
en ausencia de prescripciones específicas relativas al trámite que debe seguirse en la excusación de los fiscales, y 
tomando en cuenta que la necesaria intervención jurisdiccional en el análisis de la cuestión de su imparcialidad aparece 
indicada por el artículo 70 del Código Procesal Penal, cuyo segundo párrafo indica que "la recusación en caso de no ser 
aceptado el motivo invocado será resuelta en juicio oral y sumario por el tribunal ante el cual actúa el funcionario 
recusado". 

Corresponde rechazar la excusación del Sr. Fiscal ante la Corte si la causal de excusación invocada 
difiere de la manifestada en otros autos que considera conexos, y que no encuadra en los taxativos motivos previstos por 
el artículo 51 del Código Procesal Penal. (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Cornejo). 

Cuando el planteo de inhibición se formula por miembros del Ministerio Público Fiscal de acuerdo a lo 
preceptuado en el artículo 70 Código Procesal Penal, y en tanto dicha norma no establece un procedimiento específico, 
corresponde observar un trámite análogo al que señala el artículo 55 de ese ordenamiento para los casos de inhibición de 
jueces. (Del voto de los Dres. Ayala, Vittar y Catalano) 
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TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FLORES CABANA, JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.660/10)  (Tomo 154: 
233/238 -  22/diciembre/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Legitimación del Fiscal de Cámara para recurrir la 

resolución que deniega la apelación de la defensa, principio de legalidad, derecho de defensa. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 26/32 
vta. II. REQUERIR a la Cámara de Acusación, Sala III, que proceda conforme a lo dispuesto en el art. 487, 2do. párr. 
del C.P.P. 
DOCTRINA: El rol objetivo que en busca de la legalidad del proceso está llamado a cumplir el Fiscal, le atribuye a éste 
la facultad de recurrir, en los casos legalmente establecidos, incluso a favor del imputado. Dicha autorización para 
recurrir es autónoma y puede hacerse valer aun cuando aquél renuncie a la que le es propia o consienta la sentencia, con 
la sola exigencia de que se trate de resoluciones impugnables por el imputado mismo y que causen a éste un gravamen 
concreto a sus derechos. 

Si bien son insusceptibles del recurso de casación las resoluciones que confirman el procesamiento y aquéllas 
que confirman la prisión preventiva, éste criterio restrictivo presupone el cumplimiento de la garantía del doble 
conforme, diseñada para tornar operativo el derecho al recurso que tiene el imputado. 

Corresponde admitir la queja si lo resuelto, que atañe al modo en que se accede al tribunal que entiende en las 
apelaciones de la fase instructoria, pueda implicar un excesivo rigor formal que vulnere garantías básicas como la 
defensa en juicio. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
SUBIA, ROLANDO MANUEL – QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.363/10)  
(Tomo 154: 815/822 – 01/abril/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Procesamiento confirmado por la Cámara de Acusación, 

doble instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
26/36. II. RECOMENDAR al señor Juez de Instrucción Formal de Sexta Nominación que ordene las medidas necesarias 
a los efectos contemplados en el 2º párrafo del art. 244 del C.P.P. y en relación a las pericias practicadas en autos. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja si en la causa se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia, 
en virtud de la específica intervención de la Cámara de Acusación, y además, el recurso de apelación, por su propia 
naturaleza procesal habilitó a dicho tribunal a revisar los hechos, la prueba y la viabilidad jurídica del auto de 
procesamiento, al que confirmó, y en tanto no surgen vicios o errores notorios que viabilicen dar trámite al recurso de 
casación intentado. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: VEGA, ENRIQUE CÉSAR - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 33.794/10)  
(Tomo 154: 315/320 - 22/marzo/2011) 
 
QUEJA POR RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADOS. Resoluciones del juez 

de Ejecución, taxatividad de los recursos. 

CUESTIÓN RESUELTA: . NO HACER LUGAR a la queja por denegación de los recursos de casación e 
inconstitucionalidad interpuesta a fs. 39/40 vta. 
DOCTRINA: La Cámara de Acusación es el tribunal competente para conocer en los recursos que se deduzcan contra 
las resoluciones del Juez de Ejecución. 
          Los recursos de casación e inconstitucionalidad fueron correctamente denegados si el recurrente no transitó 
previamente por el medio de impugnación ordinario disponible. 
          La reforma establecida por la ley 7262 tiene el propósito de favorecer la revisión, por una vía ordinaria, de todas 
las decisiones adoptadas en la llamada etapa ejecutiva de la pena, sin perjuicio de que, de subsistir el agravio después de 
superada dicha instancia la cuestión planteada en el incidente sea definida por medio de un recurso extraordinario. 
          El principio de taxatividad establecido en el artículo 443 del Código Procesal Penal, establece que las resoluciones 
judiciales serán recurridas sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
GIMÉNEZ, HÉCTOR ROBERTO - QUEJA POR DENEGACIÓN DE RECURSO DE CASACIÓN E 
INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 33.911/10)  (Tomo 154: 53/60 – 15/marzo/2011) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Dictado de la resolución que se estimaba demorada. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 2. 
DOCTRINA: El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que pueden incurrir 
los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a su cargo; de allí que 
no procede cuando el juzgado actuante ha emitido un pronunciamiento, dando respuesta al planteo del quejoso, 
satisfaciendo su interés de que se resolviera la situación procesal del acusado. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
ORSINI, JUAN CARLOS; GONZÁLEZ, FERNANDO FELIPE; SORIA, JOSÉ ISIDORO – QUEJA POR RETARDO 
DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 33.903/10)  (Tomo 154: 795/800 – 01/abril/2011) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Tribunal que se declara incompetente. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia presentada a fs. 9 y vta. 
DOCTRINA: El remedio previsto en el art. 156 del C.P.P. tiene por objeto subsanar las demoras en que puedan incurrir 
los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a su cargo. 
          Si el tribunal requerido no puede expedirse acerca de los planteos formulados por el quejoso por haberse 
declarado incompetente y remitido el expediente a otro juzgado, debe concluirse que no existen elementos que ameriten 
el ejercicio de las atribuciones de superintendencia por parte de la Corte.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GONZÁLEZ, JAVIER OMAR POR LESIONES CULPOSAS EN ACCIDENTE DE TRANSITO – 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. N° CJS 33.816/10)  (Tomo 154: 175/178 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Caducidad de instancia, querella. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 106/107. II. IMPONER las 
costas de ambas instancias a la parte vencida (arts. 544 y 545 del C.P.P.). 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que declara la caducidad de instancia en el proceso de querella, si desde 
el último acto de impulso ha transcurrido con creces el plazo de dos meses que prevé el art. 433, inciso 1º del Código 
Procesal Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA SILVINA DE LA CUESTA PRESENTADA POR LILIANA 
DEL SOCORRO TORRES – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.353/09)  (Tomo 154: 61/66 – 
15/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal, valor de la declaración de la víctima, pruebas 

suficientes, certeza para condenar, principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 340/342 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que el acusado abusó 
sexualmente de la menor en base a la descripción del hecho efectuada por la víctima, declaraciones testimoniales, el 
informe de la psicóloga del Poder Judicial y del médico legal de la Policía que corroboró en el imputado una disfunción 
que determina la disminución eréctil y de la libido, pero no la existencia de elementos que determinen su impotencia, lo 
que se completa con el resultado de las pericias psicológicos de la menor y el informe ambiental, pruebas frente a las 
cuales la negativa del acusado no tiene alcance suficiente para desvirtuar los dichos de la menor. 

El sistema de sana crítica racional y el deber de motivación de la sentencia imponen al tribunal de juicio una 
apreciación integral y equilibrada de la prueba, lo que demanda que ante la discrepancia entre los diversos elementos de 
convicción reunidos en la causa, la decisión de hacer prevalecer aquellos que se consideran de mayor valor, para la 
demostración del hecho deba ir necesariamente acompañada de la exposición de las razones de esa prevalencia. 

La sentencia que condena al acusado del delito de abuso sexual con acceso carnal cuanta con motivación 
suficiente si la totalidad del material probatorio ha sido valorado con criterio racional y de forma particularizada, en un 
contexto integrador que permitió fijar la verdad histórica de lo acontecido, su autoría y calificación típica, otorgando así 
al fallo una base suficiente y legal. 

El principio “in dubio pro reo” presupone un especial estado de ánimo del juez por el cual no alcanza la 
convicción de certidumbre sobre los hechos, y dicho estado no puede sustentarse en una pura subjetividad sino que debe 
derivarse racional y objetivamente de la valoración de las constancias del proceso. (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, 

Catalano, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen serias 
dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y 
sibilinamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas 
precisamente para no ser descubiertos.  

El bien jurídico protegido en el delito de abuso sexual con penetración es la libertad individual, en cuanto hace 
a la integridad sexual de las personas. Ello comprende la libre disposición del propio cuerpo y la capacidad del sujeto 
para no ejercer acto de naturaleza sexual que no desee. Se trata, en suma, de proteger la autonomía de la voluntad del 
sujeto y su posibilidad de consentimiento sobre el acto sexual. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra.Galli.  
CAUSA: C/C ZABALA, ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte Nº CJS 33.194/10)  (Tomo 154: 153/170 – 
22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, dolo, situación de ofuscación, motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 99/101 vta. 
DOCTRINA: El delito de amenazas requiere que con voluntad libre, se ejecuten actos tendientes a alarmar o infundir 
temor en la víctima, aun cuando los dichos se vertieran en el acaloramiento de una riña o en una situación de ofuscación 
análoga como la detención policial del acusado, donde amenaza de muerte, pues no es necesario que el autor obre con 
una especial finalidad de ánimo. 
      El dolo del delito de amenazas es compatible con la subjetividad de quien anuncia un futuro mal después de 
protagonizar un altercado violento. 
           No es un recaudo indispensable para la existencia del dolo del delito de amenazas que el autor quiera la 
conducta intimidante desde un plano de serenidad. Una exigencia de tales características implicaría por un lado, 
desconocer que la mayor parte de las amenazas se vierten en estado de ofuscación, y por otro, supondría un premio para 
los intemperantes. 

La sentencia cuenta con una motivación suficiente de acuerdo a las reglas de la sana crítica racional, si el 
tribunal efectuó la adecuación legal a la figura de amenazas al comprobar la conducta intimidante  y seria, ponderó la 
relevancia del hecho y consideró que el acusado no incurrió en un exceso de lenguaje que no deba ser evaluado como 
delictivo, sino que las amenazas fueron vertidas en un contexto de violencia familiar, maltrato infantil, y una situación 
de intimidación en la que se encontraban tanto la niña como su madre ante la agresión sostenida por parte de un sujeto 
que evidencia rasgos perversos de personalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C GUTIÉRREZ, BERNARDINO LÁZARO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.557/10)  (Tomo 154: 
45/52 – 15/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio, absolución, falta de pruebas que conduzcan a la certeza para 

condenar; principio de la duda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 445/447. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de homicidio, si frente a la certeza de la muerte de la víctima, 
se cierne la incertidumbre sobre la autoría del hecho delictuoso dada la falta de preservación de los rastros del delito, de 
tal suerte que el análisis exhaustivo de las distintas constancias probatorias allegadas al proceso no conducen en una 
dirección unívocamente incriminatoria, sino, por el contrario, a múltiples hipótesis fácticas en un contexto probatorio 
insuficiente, confuso y lamentablemente contaminado, agravado por los múltiples ingresantes en la escena del crimen. 

Si a las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta típica 
sobre la que versó la imputación, resulta necesario salvaguardar el estado de inocencia del que goza el acusado, que no 
ha logrado ser revertido y del cual el beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria.  
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El principio “in dubio pro reo” es una regla universal de linaje constitucional dirigida al juez, y mandato de 
inexorable aplicación como garantía para el imputado al no haberse arribado a un grado de certeza objetiva sobre su 
culpabilidad. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Posadas y Vittar) 

            La sentencia se aparta de las pautas de razonabilidad, si al pronunciar la absolución del condenado del 
homicidio de su concubina omitió el análisis de la fortaleza de los datos que informan los indicios, que además de 
plurales se presentaron a lo largo del proceso como unívocos, lo que justificaba sobradamente la condena. 

Resulta un fundamento meramente aparente calificar los indicios en forma aislada, como si cada uno de ellos 
por sí mismo pudiera probar el hecho, cuando en realidad su fuerza deviene del examen crítico de todos en conjunto y de 
la única dirección incriminante que indican, surgida de pasarlos por el tamiz de los principios de la lógica racional. (Del 

voto de las Dras. Ayala y Garros Martínez) 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MORALES, VÍCTOR HUGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.760/09)  (Tomo 154: 
353/364 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple, exceso en la legítima defensa: presupuestos, valoración de 

la prueba. Reincidencia, inconstitucionalidad artículo 50 código penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
363/365 vta. 
DOCTRINA: Es responsable del delito de homicidio simple el acusado, si no actuó inicialmente en legítima defensa, por 
lo que mal puede haberse excedido de ella, toda vez que la aplicación de la causal de atenuación de exceso en la legítima 
defensa exige, como presupuesto indispensable de aplicación, que el accionar que a la postre se torna delictivo se haya 
iniciado con una actividad inicialmente lícita que luego se desvíe del cauce de la razón justificante. 
      El exceso intensivo en la legítima defensa, en el que se supera la medida de la defensa permitida, requiere de la 
existencia de una situación objetiva de defensa legítima, es decir, de una agresión actual y antijurídica, pues no podría 
excederse quien no se hubiera encontrado previamente en situación de defensa. 
           En el fallo no se verifica la omisión de valoración de prueba a que alude la defensa, si el juzgador ha ponderado 
los elementos de convicción esenciales colectados en la causa. 
          La reincidencia es una situación jurídica cuya existencia depende de la comprobación objetiva de que el nuevo 
delito fue cometido antes de transcurrido el término indicado en el último párrafo del artículo 50 del Código Penal. 
           Corresponde desestimar el planteo de inconstitucionalidad del artículo 50 del Código Penal, pues en virtud de la 
inutilidad de la pena sufrida como instrumento resocializador del condenado que comete nuevo delito revelando un 
mayor grado de peligrosidad frente a la sociedad, la garantía de igualdad ante la ley no se encuentra vulnerada porque el 
distinto tratamiento se funda en el desprecio hacia la pena y justifica las consecuencias jurídicas del instituto de la 
reincidencia, y tampoco afecta la garantía “ne bis in idem”, pues lo que ésta prohíbe es la nueva aplicación de pena por 
el mismo hecho pero no impide que la condena anterior surta efectos respecto del tratamiento que se considere adecuado 
para aquéllos supuestos en los que el individuo incurriese en una nueva infracción penal. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C SALAVERRY, HERIBERTO REGINALDO – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD 
(Expte. Nº CJS 33.490/10)  (Tomo 154: 781/794 – 1/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto, tentativa, prueba de indicios, aprehensión del acusado con la “res 

furtiva”. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 110/114 vta. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de hurto en grado de tentativa pudo válidamente 
prescindir de las dudas que tuvo la damnificada antes de reconocer al autor en la audiencia de juicio, a partir de una 
valoración razonable del valor indiciario de la tenencia del elemento sustraído por parte del causante, quien además fue 
detenido a pocas cuadras del lugar del hecho mientras huía con la “res furtiva” en su poder, y alcanzado en la carrera por 
el agente de policía. 
          Es apta para dar sustento a un pronunciamiento condenatorio la prueba de indicios cuando es concordante y 
permite una conclusión unívoca. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C DÍAZ, ARMANDO GUILLERMO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.449/10)  (Tomo 
154: 551/558 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas leves, accidente de tránsito, conducción antirreglamentaria 

de automotor, fallas en el sistema de frenos, motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 87/88 vta. 
DOCTRINA: No resultan eficientes para invalidar la sentencia los agravios que refieren que existe incongruencia, si el 
tribunal condenó al acusado por el delito de lesiones culposas al ponderar su carácter de embistente al mando de un 
vehículo automotor que presentaba comprobadas deficiencias en los frenos, lo que verosímilmente le impidió detener el 
rodado y evitar la colisión con la motocicleta en la que se desplazaban los jóvenes, falla mecánica netamente 
antirreglamentaria por la inseguridad que significa, que resultó un indudable factor causal del hecho y que excluye el 
justificativo de imprevisibilidad invocado por la defensa.              
           La sentencia es válida si en sus fundamentos se ha cumplido una ponderación completa del hecho, 
estableciéndose que, de acuerdo a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, el accionar del acusado supuso una 
transgresión  de los deberes de cuidado que debía observar en tanto conductor de un automotor que sale a la circulación 
y se aproxima a una intersección de calles, y la deficiencia mecánica que presenta lo llevó a efectuar un aporte causal 
indispensable para que se concrete el resultado que se atribuye. 
           El cambio de dirección es una maniobra que requiere cuidado y atención previa, y además, el giro para ingresar 
a una calle perpendicular implica la pérdida de la prioridad de paso en la intersección. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CHOQUE, JOSÉ LUIS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.453/10)  (Tomo 154: 513/520 – 
22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones graves, exceso en la legítima defensa de un tercero. Absolución, 

apartamiento de las pautas de razonabilidad en la sentencia. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 257/268 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la condena impuesta en la sentencia de fs. 247, y disponer en su reemplazo la absolución de Manuel Aparicio 
Quiroga respecto del delito de lesiones graves con exceso en la legítima defensa de un tercero. 
DOCTRINA: Corresponde absolver del delito de lesiones graves con exceso en la legítima defensa de un tercero, al 
acusado que estando junto con otros amigos en una cancha del barrio, salió en defensa de un niño que en esos momentos 
era perseguido por su padre con evidentes fines de agresión, y en la refriega defensiva en protección del menor, mordió 
la nariz de su contrincante extrayéndole el pabellón derecho y produciéndole además lesiones excoriativas en uno de sus 
brazos, pero se comprobó que en determinado momento de dicha refriega el acusado se vio superado por la supuesta 
víctima y se encontraba en un estado de necesidad porque estaba siendo tirado de los pelos o ahorcado, asido por el 
denunciante conforme lo describe un testigo, por lo cual no resulta desproporcionada ni puede catalogarse como un 
medio irracional de defensa la reacción para salvaguardar su propia integridad personal. 
           La sentencia, en relación a la plataforma fáctica de la condena, carece de estructura lógica adecuada al método 
de evaluación de prueba legalmente establecido que es el de la sana crítica racional, si ha obviado datos probatorios que 
indicaban la real situación en la que se encontraba el acusado al momento de los hechos, elementos que resultaban 
trascendentales para el análisis de las particularidades que presenta el instituto de la legítima defensa. (Del voto Dres. 

Ayala, Garros Martínez, Ferraris y Vittar) 
            El exceso intensivo en la legítima defensa referido en el artículo 35 del Código Penal, en el que se supera la 
medida de la defensa permitida, requiere de la existencia de una situación objetiva de defensa legítima, es decir, de una 
agresión actual y antijurídica, pues no podría excederse quien no se hubiera encontrado previamente en situación de 
defensa.  

La racionalidad del medio empleado en la legítima defensa no deriva de su simple aptitud para contrarrestar la 
agresión, sino que involucra, además, la proporcionalidad entre la fuerza o reacción usada por el agredido y la usada por 
el agresor, con referencia al bien atacado, y la inevitabilidad del peligro que se corre. 

Debe responder por el delito de lesiones graves con exceso en la legítima defensa, el acusado que actuó 
excediéndose en los límites de una necesidad razonable impuestos por la ley, si su accionar extralimitado constituyó una 
intensificación innecesaria de la acción inicialmente justificada.  (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas,Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C APARICIO QUIROGA, MANUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.994/09)  (Tomo 
154: 1031/1044 – 11/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones, valoración de la prueba, certificado médico, testimonio de la víctima, 

motivación de la sentencia, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 55/59.  
DOCTRINA: Es responsable del delito de lesiones el acusado que luego de una discusión con su pareja procedió a 
golpearla y el tribunal tomó en consideración el informe médico que resulta coincidente con la mecánica de los golpes 
puestos de manifiesto en la audiencia de debate por la víctima, advirtiendo la presencia del dolo necesario para cometer 
la infracción endilgada. 

No es válido para desvirtuar la responsabilidad del imputado el argumento de que el certificado médico que da 
cuenta de las lesiones fue practicado días después del hecho, si lo allí consignado corrobora lo declarado por la víctima y 
el valor de su testimonio ha sido establecido por el tribunal de juicio a partir de su percepción directa en el debate, donde 
pudo apreciar la veracidad de lo declarado en oportunidad de denunciar. 

El certificado médico reviste la calidad de instrumento público en los términos de los artículos 979 del Código 
Civil y 77 del Código Penal, al haber sido emitido por el médico legal de la Policía. 

El análisis efectuado por el tribunal de juicio cubre debidamente la exigencia de motivación de la sentencia en 
orden a desvirtuar la supuesta inexistencia de elementos que permitan convencer en grado de certeza absoluta para 
condenar al imputado, si el tribunal no acudió a la íntima convicción para determinar la existencia del ilícito, sino a 
elementos objetivos que se vincularon conforme a la sana crítica racional, la psicología y la experiencia. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CORPUZ, RAMÓN RAFAEL - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.506/10)  (Tomo 154: 
263/268 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo con armas, poder intimidante, coautor, valoración de la prueba, 

declaración de la víctima, sana crítica, principio de la inmediación, libertad probatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 376/379 vta. 
DOCTRINA: El sujeto activo de un robo, que sabiendo que dispone de un arma lo hace conocer a su víctima cualquiera 
sea el modo, blandiéndola o mostrándola, logra con ello vencer más fácilmente la resistencia al despojo; crea con tal 
actitud un mayor riesgo hacia el agraviado y a la vez simplifica su labor delictiva, lo que justifica plenamente la 
aplicación de la figura agravada. 

La imputación y la condena del acusado como coautor del delito de robo calificado por el uso de arma 
encuentran debido fundamento en la sentencia, si la determinación de los hechos ha sido derivada a partir de la 
credibilidad asignada por el tribunal a la declaración coherente, constante y sincera de la víctima durante el debate, 
relato que a su vez fue ponderado junto a otros elementos indiciarios, amén del secuestro del arma en poder del 
imputado. 

El Tribunal de Casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación que da 
razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una prueba producida en 
la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un 
sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompañada de fundamento 
alguno. 

El principio de libertad probatoria permite que un sólido y coherente testimonio habilite a alcanzar el grado de 
certeza sobre la existencia y la autoría del hecho delictivo, siendo inidóneo descalificar el aporte probatorio que ello 
significa a partir de meras suposiciones, si la claridad y coherencia de las declaraciones traslucen las características del 
hecho histórico vivido por la víctima, deposición que sumó credibilidad al comprobarse fehacientemente que uno de los 
autores identificados en el mismo momento del hecho portaba al momento de su detención un arma de fuego de 
similares características a la utilizada para cometer el robo y con aptitud para el disparo. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala,  Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUARAZ, ADOLFO GENARO; RODRÍGUEZ, JULIO ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 33.513/10)  (Tomo 154: 647/654 – 22/marzo/2011) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de calumnias e injurias, absolución, indemnización por daños. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 431/447. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado de los delitos de calumnias e injurias, si el contexto en que se vertieron 
las expresiones, denota que verosímilmente ellas no necesariamente tuvieron como fin desacreditar al querellante, sino 
que medió una defensa del interés público, entendiéndose a éste como el vinculado al funcionamiento del sistema 
democrático y el respeto a los principios y reglas de un estado de derecho, interés que ha sido objeto específico de 
prueba durante el plenario y de valuación por parte del juzgador, al momento de motivar la sentencia absolutoria. 

La posibilidad de indemnizar a la supuesta víctima no obstante obrar absolución en el aspecto penal, depende 
de que a partir de la prueba producida surja en forma inequívoca que el querellado ha obrado con malicia, temeridad, o 
por lo menos ligereza culpable. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: QUERELLA CONTRA TORT, DANIEL POR CALUMNIAS E INJURIAS A KAIRUZ, JUAN DE LA 
CRUZ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.122/09) (Tomo 154: 305/314 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Homicidio culposo en  accidente de tránsito, imprudencia, negligencia, imprevisibilidad; 

conductor de remise, adelantamiento en ruta culpa en materia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 263/265.  
DOCTRINA: Es responsable del delito de homicidio culposo el acusado, si la colisión con el vehículo de la víctima se 
produjo en el carril contrario al correspondiente a la dirección que aquél llevaba, por haber efectuado la maniobra de 
adelantamiento del camión que transitaba por delante suyo sin una visibilidad suficiente para constatar que la vía se 
hallara libre para ello, y sin realizar en forma previa a comenzar a adelantarse el juego de luces que indicarían la 
maniobra de sobrepaso. 
         En los tipos culposos se sanciona cualquier conducta que cause determinado resultado lesivo, siempre que sea 
previsible y la conducta viole un deber de cuidado de modo determinante para la producción del resultado. 
         El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda y, por lo mismo, 
todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la circulación. 
        La conducta culposa del imputado no se amoldó al deber de diligencia y previsibilidad exigidos y generó la 
muerte de la víctima, si su accionar supuso una transgresión  de los deberes de cuidado que debía observar en tanto el 
conductor de un vehículo automotor, máxime en quien debía hacerlo necesariamente por las tareas que efectuaba –
conductor de un remise- y al ser ello su medio de vida. 
        El deber de cuidado sobre cuya omisión gira la atribución de responsabilidad en el delito culposo, debe 
establecerse conforme a la capacidad de previsión  de cada individuo, y en consecuencia aquél deber aumentará según 
las condiciones y preparación para la tarea que el individuo desarrolle o le haya sido asignada. 
        La conducta culposa del afectado, cuando confluye con la del acusado es un factor que tiene relevancia a los 
fines de una adecuada mensura  de la pena. Sirve para atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no 
tiene el efecto de eliminarla. 
        En materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpas concurrentes. No hay, por ello 
una neutralización de culpas recíprocas. 
 Imprudente es la persona que realiza acciones que no ha meditado previamente o quien realiza acciones 
arriesgadas, más allá de lo que no es dable admitir para que no causen daños.  
 La negligencia es una forma pasiva de la imprudencia; es decir, omisión de la diligencia debida, falta de 
aplicación o de atención a lo que debe ser objeto de ésta, descuido u omisión de las precauciones ordinarias, omisión y 
olvido de una precaución impuesta por la prudencia, y cuya observancia hubiera prevenido el homicidio. 
       El aporte causal del acusado no encuentra justificativo en la imprevisibilidad, si con un mínimo de cuidado 
hubiera evitado el resultado. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar y Ayala) 

             Para resolver los conflictos de competencia se debe atender, principalmente, a los hechos relatados en la 
demanda. A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe 
determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece atendiendo al lugar 
donde se ha consumado. 
         Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacional. (Del 

voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ROMERO, DANIEL ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 33.190/10)  (Tomo 
154: 415/432 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Homicidio en grado de tentativa, falta de secuestro del arma, principio de libertad 

probatoria, “reformatio in peius”. Unificación, penas agotadas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 472/475 y a fs. 652/654.  
DOCTRINA: Para que proceda la unificación de penas, es necesaria la subsistencia de un interés jurídicamente 
atendible. 
         No corresponde la unificación si las penas fueron judicialmente declaradas agotadas. 
         La falta de secuestro del arma no obsta al convencimiento alcanzado para dictar la condena del acusado como 
autor del delito de homicidio en grado de tentativa, si las declaraciones de los testigos presentan coincidencias 
fundamentales que imponen individualizarlo como el autor del disparo contra la víctima, y las circunstancias que 
rodearon el evento son confirmadas también por las declaraciones de distintos agentes de policía, lo que se aúna con el 
secuestro de vainas servidas y de cartuchos de bala en el lugar con las pertinentes aclaraciones del técnico y perito en 
balística y armas portátiles de la Policía y, a su vez, el informe médico practicado a la víctima da cuenta de una herida 
desgarrada, longitudinal. 
         Si el acusado se encaminó a la casa de la víctima con el arma de fuego, elemento incuestionablemente apto para 
matar, la sorprendió, y a poca distancia le disparó a una zona vital, su cabeza, pese a que el proyectil rozó a la víctima, el 
resultado perseguido no se consumó por razones extrañas a su voluntad, sea por error de puntería o merced al oportuno 
movimiento de su objetivo, por lo cual el dolo homicida directo es inequívoco y excluye lógicamente, la presunción de 
cualquier otro querer. 
          Por imperio del sistema de libertad probatoria consagrado en el artículo 201 del Código Procesal Penal, salvo la 
excepción contemplada en esa disposición, el objeto sometido a valoración puede ser probado por cualquier medio y 
nada impide que la convicción sobre el particular se alcance a través del análisis de cualquier elemento razonablemente 
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apto para establecer la verdad. (Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y 

Posadas) 

         Si el recurso de casación fue interpuesto sólo por la defensa del acusado, la regla de la prohibición de 
“reformatio in peius” impide que el Tribunal de casación aborde el aspecto referido y considerado en la causa pero 
omitido al momento de imponer la pena, sobre la agravante genérica prevista en el artículo 41 bis del Código Penal por 
el empleo de arma de fuego, que eleva la escala penal del homicidio simple, aún en grado de tentativa. (Del voto de los 

Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RODRÍGUEZ, ÁNGEL ELEUTERIO; GONZA, RODRIGO SEBASTIÁN – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.781/09) (Tomo 154: 201/214 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, ausencia de sentencia definitiva. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación intentado a fs. 38/43 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación si la resolución impugnada no es 
sentencia definitiva ni equiparable a tal. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Vittar y Ayala) 
      Es formalmente inadmisible el recurso de casación si la resolución de la Cámara de Acusación que se pretende 
revertir no tiene otro alcance que dejar sin efecto el pronunciamiento liberatorio atacado, por lo que no se advierte algún 
gravamen y  además, la causa debe continuar según su estado. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y 

Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RAMÍREZ, SUSANA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 31.640/08)  (Tomo 154: 987/992 – 
11/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, ausencia de sentencia definitiva, caducidad de instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 97/98 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación, si la resolución  que se pretende impugnar no es 
sentencia definitiva ni tampoco causa un gravamen de difícil o imposible reparación ulterior que autorice su 
equiparación, dado que al limitarse a otorgar continuidad a la causa desechando la concurrencia de la sanción de 
caducidad de instancia, no puede ser tenida como constitutita de un perjuicio que habilite la instancia casatoria. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: 
QUERELLA POR INJURIAS CON ACCIÓN CIVIL RESARCITORIA CONTRA CAMPOS, MARÍA VICTORIA 
INTERPUESTA POR SANDRA CATALINA LIENDRO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.029/10)  
(Tomo 154: 851/854 – 05/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, falta de fundamentación adecuada, intervención del tribunal de 

apelación, doble instancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 140/154 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación en que la defensa impugna la 
resolución de la Cámara de Acusación que confirma el auto que deniega el pedido de sobreseimiento por prescripción, si 
el recurrente no ha satisfecho adecuadamente la carga procesal de fundamentación en los términos del artículo 472 del 
Código Procesal Penal, y además, se ha cumplido con la necesaria revisión de la resolución cuestionada, en razón de 
haber intervenido el tribunal de apelación al que accedió el impugnante haciendo uso del recurso de apelación, con lo 
que se satisface la garantía de la doble instancia. 
          Lo que habilita el uso anticipado de la casación es la pretensión de impedir un gravamen irreparable, y esa vía 
recursiva extraordinaria sólo puede quedar habilitada cuando no se hallan expeditos mecanismos procesales ordinarios 
destinados a hacer cesar la afectación del derecho que invoca el recurrente.  
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SOTO, JORGE; CRUZ, LUIS ALBERTO; ABOS, JAVIER ANTONIO; ELÍAS DE BOCANERA, 
LETTY G.; MEDRANO, SERGIO HORACIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.984/10)  (Tomo 154: 
433/438 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, resolución debidamente fundada. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 59/60. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución que confirma el auto 
de sobreseimiento, si pese a los defectos del acto jurisdiccional impugnado, el vicio ha sido subsanado luego de la 
incorporación del informe del Registro Nacional de Reincidencia,  por lo cual no se advierten vicios, falencias o errores 
notorios y manifiestos que viabilicen dar trámite al nuevo recurso intentado, como tampoco que la resolución  sea 
insostenible o irregular, o anómala, o carente de fundamentos suficientes para sustentarla. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUANCA, CARMEN VIVIANA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.942/10)  (Tomo 154: 
257/262 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, suspensión del juicio a prueba, cuestionamiento del plazo de 

duración de las reglas de conducta. Extemporaneidad del planteo, cómputo del plazo a partir de la notificación al 

defensor. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inadmisibilidad formal del recurso de casación interpuesto a fs. 61/62 vta. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación en que se impugna en forma parcial la resolución que 
concede la suspensión del juicio a prueba, cuestionando el acusado sólo el plazo de cumplimiento de las condiciones a 
las que se somete el beneficio. 

El imputado se encuentra facultado para recurrir el auto que deniegue la suspensión del juicio a prueba y no el 
que lo concede. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas). 

Si el recurrente se agravia por el plazo de duración de la suspensión del proceso, la mera disconformidad con lo 
resuelto en ese aspecto no es suficiente agravio para sustentar un recurso de casación, menos cuando la decisión se 
encuentra adecuadamente motivada, y no se ha efectuado un concreto y fundado planteo de arbitrariedad de la sentencia 
que concede el beneficio. ( Del voto de la Dra. Garros). 
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Corresponde  declarar formalmente inadmisible el recurso de casación que fue interpuesto en forma 
extemporánea, en virtud de que el artículo 155 del Código Procesal Penal consagra el principio de perentoriedad de los 
plazos establecidos a favor de las partes. 

Si la defensa técnica fue notificada de la resolución cuestionada, ese es el momento a partir del cual se debe 
computar el plazo para deducir el recurso de casación. (Del voto del Dr. Vittar) 
  Si bien el ofrecimiento de suspensión de juicio a prueba y su cumplimiento, resultan actos personales del 
acusado, por lo cual su concesión por el órgano jurisdiccional resulta una decisión que debe ser notificada personalmente 
al solicitante, sin embargo y en situaciones donde no se dan las condiciones de un recurso “in forma pauperis”, ello no 
significa que sea suficiente su mera voluntad recursiva, sino que aquélla debe ser expresada por su defensor técnico que, 
de encontrarse notificado, debe interponer el recurso dentro del plazo legal fijado. (Del voto de la Dra. Ayala) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: OVIEDO, DIEGO ANTONIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. CJS Nº 33.381/10)  (Tomo 154: 619/628 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO CASACIÓN. Individualización de la pena, coautores, motivación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 980/984 vta. 
DOCTRINA: La exigencia de motivación de todas las sentencias se extiende también a los fundamentos por los cuales 
se considera que un sujeto merece una determinada sanción, por cuanto el derecho penal articula sus fines y se concreta 
o materializa, fundamentalmente, por medio de la imposición de penas. 
           La sentencia satisface el requisito de debida motivación y el principio de congruencia en el modo de imponer 
las penas a los coimputados, si el tribunal consideró apropiado aplicar pena de prisión efectiva para uno de los coautores 
teniendo en cuenta que registra causas y una condena anteriores, la naturaleza y modalidad de sus acciones, el daño 
ocasionado, el perjuicio causado y las circunstancias violentas del hecho que motivaron su calificación como grave, y 
para el otro coautor dispuso pena en forma de ejecución condicional al ponderar su falta de antecedentes, su relación 
laboral y la familia numerosa a su cargo, estableciendo también la obligatoriedad de las reglas de conducta consignadas. 
(Del voto de los Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas) 

        La motivación es la base del reproche de culpabilidad por el acto: el motivo funda un mayor o menor reproche 
en razón directa con la intensidad de la conducta ilícita. De allí es que el artículo 41 del Código Penal proporciona las 
bases utilizables por el juez para fijar la pena en cada caso, teniendo en cuenta las circunstancias referidas a la conducta 
delictiva y las relativas a la personalidad del delincuente. 
        Se ajusta a derecho el modo en que el tribunal impuso las penas a los imputados, si tuvo en cuenta lo dispuesto 
en los artículos 40 y 41 del Código Penal. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CHAMBE, MIGUEL O MARIO O MARCELO; BELL, HÉCTOR MARCELINO; TORRES, NÉSTOR 
ORLANDO; RIVERO, VÍCTOR GUSTAVO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. CJS 33.261/10)  (Tomo 154: 
675/690 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización de la pena, delito de homicidio agravado por el uso de arma de fuego. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 391/392. 
DOCTRINA: La motivación de la sentencia en cuanto a la imposición de la pena es suficiente, si el tribunal, aunque de 
manera escueta, valoró al momento de imponerla las circunstancias que hacen, tanto a la naturaleza de los hechos como 
a la personalidad del imputado, efectuó una apreciación equilibrada de las circunstancias del caso que estimó relevantes, 
tales como la magnitud del daño causado a la víctima, los motivos por los que los acusados delinquieron, como su 
educación, su formación intelectual y moral, el ambiente material, la situación socio-económica, la insatisfacción de 
anhelos y necesidades elementales que ocasionan variaciones de conductas y, además, la pena aplicada se aproxima más 
al mínimo que al máximo de la escala del delito de homicidio calificado por el uso de arma de fuego, al ponderase los 
indicadores sobre las condiciones personales del acusado que reducían su posibilidad de autodeterminación. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ROMERO, CESAR; FERNÁNDEZ, ALBERTO ISMAEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
33.573/10)  (Tomo 154: 1067/1076 – 11/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones leves. Coacción. Valoración de la prueba, principio de inmediación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 63/64.  
DOCTRINA: El Tribunal de Casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación que da 
razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una prueba producida en 
la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de un sustento 
arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o porque no se halle acompañada de los debidos 
fundamentos. 

La sentencia que condena al acusado por los delitos de lesiones leves y coacción cuenta con suficiente 
motivación, si se basa en la apreciación inmediata de las declaraciones testimoniales de ambas víctimas que guardan 
congruencia con el informe médico legal, elemento de convicción que constituye una prueba de cargo apta para formar 
convencimiento y, en particular, en un pasaje de la sentencia fueron cotejadas dichas declaraciones con la versión del 
acusado, finalmente descartada en ese contexto totalizador de la prueba.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C ESTRADA, EDUARDO RANULFO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.214/10)  (Tomo 154: 27/34 
– 15/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones. Resistencia a la autoridad, valoración de la prueba, certificado médico, sana 

crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 149/150 vta. 
DOCTRINA: Las lesiones son delitos de resultado, por lo cual, los informes médicos acerca de su naturaleza y magnitud 
son significativos tanto para lograr la reconstrucción histórica del hecho como para su correcta calificación legal. 

La sentencia que condena al acusado por el delito de lesiones cuenta con una motivación que se adecua a las 
reglas de la sana crítica racional, si el valor probatorio del testimonio de la víctima ha sido establecido por el tribunal de 
juicio a partir de su percepción directa en el debate, donde pudo apreciar la veracidad de lo declarado en oportunidad de 
denunciar, lo que además se corroboró con el certificado del médico legal de la policía. 
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El certificado médico reviste la calidad de instrumento público en los términos de los artículos 979 del Código 
Civil y 77 del Código Penal, al haber sido emitido por el médico legal de la Policía. 

En el delito de resistencia a la autoridad, previsto en el artículo 239 del Código Penal, el bien jurídico protegido 
es la acción libre del funcionario público, porque la resistencia lesiona el orden de la administración pública atacando el 
ejercicio legítimo de la libertad funcional valiéndose el sujeto activo de medios violentos. 

Comete delito de resistencia a la autoridad el acusado, si conforme a la prueba producida e incorporada en el 
debate surge que el personal policial en oportunidad de cumplir sus funciones de patrullaje y alertados de la existencia 
de un problema familiar a raíz de una denuncia se constituyen en el lugar, y al advertir su presencia el acusado intentó 
darse a la fuga, para luego regresar y hacerles frente a los funcionarios policiales incitándolos a la violencia física, 
amenazándolos y arrojándoles golpes de puño. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GIL, ARMANDO ROBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.407/10) (Tomo 154: 
191/200 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN.  Principio de congruencia, sentencia que condena  y absuelve por hechos diferentes. 

Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 285/287 vta. 
DOCTRINA: No vulnera el principio de congruencia la sentencia que absuelve a un imputado y condena a otro, si se 
investigaron y juzgaron dos hechos delictivos diferentes cometidos en distintas circunstancias, los que aparecen 
netamente delimitados y no están ligados entre sí más que por las personas del autor y la víctima. 
          Es justa la pena impuesta si el tribunal ha fijado el reproche a partir de la consideración puntual del conjunto de 
circunstancias personales y objetivas atenuantes y agravantes que se describen en la ley de fondo para la operación de 
individualización de la pena, y el monto se encuentra dentro del margen de la escala punitiva brindada por la calificación 
legal del hecho, se compadece enteramente con las circunstancias que rodean la causa y la persona del condenado en 
cuanto al grado de reprochabilidad y peligrosidad que cabe atribuirle, con arreglo a los índices de ponderación que 
gobiernan la aplicación de la pena. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ARAMAYO, FRANCISCO MATÍAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.525/10)  (Tomo 
154: 477/484 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, condena de ejecución condicional anterior, plazo para 

otorgar un nuevo beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 9/13. 
DOCTRINA: El objetivo de la suspensión del juicio a prueba es evitar que se sancione y estigmatice a quienes sean 
delincuentes primarios, pero no a los que ya posean una condena anterior. 
       No debe admitirse que se acuerde un beneficio mayor como es la suspensión del juicio a prueba respecto de 
quien no podría obtener beneficio menor que aquél como lo es el de la suspensión de la condena y, además, la regla del 
artículo 76 bis del Código Penal supone que siempre la suspensión se acuerda respecto de juicios en los que la condena 
que eventualmente se dictare pueda ser de cumplimiento en suspenso. 

No procede el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el acusado registra condena anterior de ejecución 
condicional por el delito de lesiones leves con exceso en la legítima defensa, dos hechos, circunstancia que obsta a la 
concreta posibilidad de una nueva condena condicional al no haber transcurrido el tiempo previsto por el artículo 27 del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Vittar) 

Procede la suspensión del juicio a prueba si se otorgó una vez porque se consideró que el imputado mostró una 
actitud reparadora capaz de que la sanción quede en suspenso, por lo cual, no hay motivo para que cuando quedara poco 
tiempo para que expirase un plazo extenso, cuya longitud no obedece a otro fundamento que el mero arbitrio del 
legislador, se le deniegue el beneficio porque solamente no cumplió el tiempo. Ello, porque el objetivo de la pena es 
meramente utilitarista, y no retribucionista o vindicativo y lo que debe primar es el fin preventivo de esa pena                       

El plazo de ocho años previsto en el artículo 76 ter del Código Penal desde la suspensión del juicio a prueba 
para otorgar por segunda vez el beneficio, resulta inconcebible por lo extenso porque lo esencial no es el tiempo y se 
caería inexorablemente en la nefasta doctrina del derecho penal de autor y no de acto, en vez de que se analice la 
naturaleza del delito a la luz de las prescripciones del artículo 41 del Código Penal. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUAYMÁS, FERNANDO, INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.202/10)  (Tomo 154: 1011/1030 – 11/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión de juicio a prueba, concurso real de delitos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 229/ 235 y, en su mérito, dejar sin 
efecto la resolución de fs. 223/224 vta. 
DOCTRINA: El dictamen negativo del fiscal que se funda en una incorrecta interpretación  del segundo párrafo del art. 
76 bis del C.P., resulta deficiente por lo erróneo de su argumentación, compromete su indispensable fundamentación, y 
no reúne los requisitos que le dan fuerza vinculante ante el supuesto de concurso real de delitos. 
           No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba de manera parcial o fraccionada otorgando el 
beneficio para uno o algunos de los delitos imputados y para otros no, pues tal proceder es contrario a las expresas 
previsiones del Código Penal. (Del voto de los Dres. Ferraris, Vittar, Ayala y Catalano) 

  Frente a un concurso real de delitos, no resultaría viable conceder la suspensión del juicio a prueba para uno o 
algunos de los delitos imputados y para otros no, pues tal proceder sería contrario a las expresas previsiones del Código 
Penal y a la propia naturaleza y fines del instituto. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y Posadas) 

          El criterio que limita el alcance del beneficio de la suspensión del juicio a prueba a los delitos que tienen 
prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años de prisión, se funda en una exégesis 
irrazonable del artículo 76 bis del Código Penal que no armoniza con el principio político criminal que caracteriza al 
derecho penal como la “última ratio” del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar 
la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano, toda vez que consagra una interpretación extensiva de la 
punibilidad que niega un derecho que la propia ley reconoce, otorgando una indebida preeminencia a sus primeros 
párrafos sobre el cuarto, al que deja totalmente inoperante. (Del voto del Dr. Cornejo) 



 10

TRIBUNAL: Dres. Ferraris. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CARRAL, JOSÉ FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.984/099)  (Tomo 154: 
365/384 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, delitos con pena de inhabilitación, homicidio culposo, 

dictamen fiscal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 169/179 vta. y, en su mérito, 
revocar la resolución de fs. 167/168. 
DOCTRINA: La suspensión del juicio a prueba puede ser otorgada para imputados de delitos cuya pena máxima exceda 
los tres años de prisión, siempre que se cumplan los demás requisitos del instituto y a resultas del correspondiente juicio 
hipotético sobre las condiciones del artículo 26 del Código Penal. 
        Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados por la ley 
cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el imputado reúna todos los requisitos exigidos, 
voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo necesario y, además, consienta que –cumplido dicho 
plazo- los efectos previstos en el 4º párrafo del artículo 76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración 
que efectúe en ese momento el magistrado respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 
2º párrafo del artículo 20 ter del Código Penal                                  
           Si la oposición fiscal resulta infundada, no puede producir un efecto jurídico válido dentro del proceso. (Del 

voto de los Dres. Catalano, Ferraris y Vittar) 

El beneficio de suspensión del juicio a prueba abarca tanto los delitos cuya pena privativa de libertad en 
abstracto no exceda los tres años de prisión o reclusión como así también aquella categoría de injustos que aún 
superando en su dosimetría máxima dicho monto, el posible pronunciamiento a dictarse sea de ejecución condicional. 
           El recaudo del consentimiento fiscal para que el tribunal pueda suspender la realización del juicio, es de dudosa 
constitucionalidad, porque cada provincia organiza su justicia y distribuye competencias, no pudiendo la ley federal 
entrometerse en ello y además, porque parecería otorgarle facultades jurisdiccionales al Ministerio Público Fiscal, 
debido a que condiciona la decisión del tribunal. (Del voto del Dr. Cornejo) 

        Aún en el supuesto de una condena por homicidio culposo, que obliga en su caso al juez a disponer la 
inhabilitación por el término de cinco años, pueden llegar a darse las condiciones del artículo 20 ter, segundo párrafo del 
Código Penal, de rehabilitación transcurrida la mitad del plazo determinado en la sentencia. La extensión temporal de 
una auto-inhabilitación fijada como regla de conducta en el marco de la suspensión del juicio a prueba, no tiene por qué 
seguir los parámetros estrictos de una futura condena. 
           La negativa del fiscal sobre la concesión de la suspensión del juicio a prueba sólo tiene carácter vinculante 
cuando su opinión se funda en las concretas situaciones de la causa. (Del voto de la Dra. Ayala) 

No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos de homicidio culposo porque 
se encuentran reprimidos con pena de inhabilitación y a ello obsta lo dispuesto en el último párrafo del artículo 76 bis 
del Código Penal.         

El dictamen  negativo del fiscal que se funda en la prohibición contenida en el último párrafo del artículo 76 bis 
del Código Penal, resulta vinculante. (Del voto de Garros Martínez y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C DURÁN, JAVIER MARCELO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 32.756/09)  (Tomo 154: 
275/304 – 22/marzo/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 38/40.  
DOCTRINA: Para que la prohibición del último párrafo del art. 76 bis del C.P. sea superada, resulta necesario que el fin 
de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimiento personal y voluntario del imputado 
de auto-inhabilitarse. (Del voto de los Dres. Ferraris. Vittar, Ayala y Catalano) 

No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra reprimido con pena de 
inhabilitación, porque a ello obsta lo dispuesto en el artículo 76 bis último párrafo del Código Penal. (Del voto de los 

Dres. Garros Martínez y Posadas) 

No resulta razonable, ni se compadece con el propio régimen establecido por el art. 76 bis del C.P. a su 
respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que tienen también 
prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación; los reparos a esta última pueden superarse si se impone la 
incapacidad como regla de conducta. En principio, el consentimiento fiscal exigido por el cuarto párrafo del artículo 76 
bis del Código Penal es de dudosa constitucionalidad, porque cada provincia organiza su justicia y distribuye 
competencias, no pudiendo la ley federal entrometerse en ello.                           

Si el fallo sólo se sustenta en el dictamen negativo del fiscal, debe ser revocado. (Del voto del Dr. Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: LEAL, FIDEL NICANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.584/09)  (Tomo 154: 1045/1062 – 11/abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, delitos reprimidos con pena de inhabilitación, fines de 

prevención especial del artículo 76 bis del Código Penal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 103/105. 
DOCTRINA: La prohibición contenida en el último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal de otorgar la suspensión 
del juicio a prueba respecto de los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, puede ser superada si el imputado 
ofrece auto-inhabilitarse para desarrollar la actividad y satisfacerse con ello los intereses protegidos sin lesionar sus 
derechos y los de la sociedad. 

La resolución que deniega el pedido de suspensión del juicio a prueba no posee vicios ni viola derecho 
constitucional alguno, si el acusado se niega a someterse a inhabilitación provisoria para desarrollar la actividad 
supuestamente generadora del delito, porque se dejan sin protección los fines de prevención especial perseguidos por la 
ley. (Del voto de los Dres. Ferraris,  Vittar, Ayala, Catalano). 

No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra reprimido  con pena de 
inhabilitación porque ello obsta a la disposición contenida en el artículo 76 bis último párrafo del Código Penal. (Del 

voto de los Dres. Garros Martínez y Posadas)  
Procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, siempre que el 

imputado acepte la imposición de una regla de conducta enderezada a neutralizar su probable incompetencia. 
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            El criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis del Código Penal a los delitos que 
tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años, se funda en una exégesis 
irrazonable de la norma. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C DELMASTRO INGARAMO, OSCAR JOSÉ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.983/09) 
(Tomo 154: 629/646 – 22/marzo/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Ausencia de sentencia definitiva, inadmisibilidad del recurso de 

casación, doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 62/79. 
DOCTRINA: Los agravios expuestos en el recurso extraordinario no revelan cuestión federal ni causal de arbitrariedad, 
cuando los defectos atribuidos al pronunciamiento impugnado sólo ponen de manifiesto una discrepancia del recurrente 
sobre cuestiones que fueron resueltas de acuerdo a las normas aplicables y a tenor de las constancias de la causa, porque 
al declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, la Corte local consideró que la resolución que se pretende 
revertir no es sentencia definitiva ni equiparable a ellas. 
          La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la 
competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en esos 
aspectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fundamentación y razonamiento que lo hagan 
inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
INCIDENTE DE NULIDAD DE QUERELLA Y DE ACCIÓN CIVIL PRESENTADO POR EL DR. JOSÉ 
FERNANDO TESEYRA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.956/09)  (Tomo 154: 21/26 – 
15/marzo/2011) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, derecho de defensa efectiva del acusado, cuestiones 

de prueba y aplicación del derecho común, doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 229/235 vta. 
DOCTRINA: El acusado debe contar siempre con la asistencia de un defensor; por ende, no cabe aceptar que la 
intervención de quien interpusiera la casación haya cesado anteriormente en la causa sin un acto formal o por efecto de 
una disposición general no cumplimentada efectivamente en el caso concreto, pues ello importaría avalar que desde la 
fecha de la resolución invocada y hasta la notificación, el interesado no contó de manera concreta y real con defensor.  

Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si el planteo no revela cuestión federal ni causal de 
arbitrariedad, dado que la existencia de ello resulta la base misma del recurso y el recurrente remite en sus agravios a la 
consideración de puntos no federales que fueron resueltos con suficiente fundamentación de derecho y sobre la base de 
las constancias de la causa, constituyendo una reproducción de cuestiones relativas a valoración de prueba y aplicación 
del derecho común con las que discrepa. 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema que confieran a la 
cuestión un carácter excepcional e impidan la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan discutirse 
decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GALLARDO, JUAN NORMANDO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 31.989/08)  (Tomo 
154: 577/582 – 22/marzo/2011) 
 


